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Buenos días, 

En primer lugar, quisiera agradecer al Embajador Gustavo Albin, Presidente del Grupo de Trabajo para Preparar la Primera Reunión de Ministros en Materia de Seguridad Pública de las Américas que tendrá lugar el 7 y 8 de octubre en México. La Comisión celebra la iniciativa de la OEA de reunir por primera vez a los Ministros de Seguridad Pública de las Américas con el fin de compartir y promover iniciativas para combatir la inseguridad ciudadana en la región. 

No puedo resaltar suficiente la importancia de que las iniciativas de la Comisión Interamericana sean tomadas en cuenta en el marco de trabajos preparatorios de esta Reunión de Ministros, puesto que el tema de seguridad pública es un tema que está estrechamente vinculado con el de los derechos humanos. A través de esta presentación haré referencia a algunos de los pronunciamientos de la Comisión relacionados con la seguridad pública, que creo que podrían serles útiles en la preparación de esta Reunión de Ministros, e informaré sobre las actividades que la Comisión está realizando en esta área. 

La relación entre seguridad ciudadana y derechos humanos ha sido abordada por la Comisión a través de numerosas audiencias durante sus períodos de sesiones, a través de su sistema de peticiones y medidas cautelares, e incluso a través de los informes que ha emitido a partir de visitas realizadas a distintos países de la región.  

La Comisión ha desarrollado jurisprudencia y emitido varias recomendaciones relacionadas con la seguridad pública y ha subrayado la importancia de que los Estados adopten medidas para proteger a sus ciudadanos no sólo de violaciones a los derechos humanos cometidas por agentes del Estado, sino también para prevenir y sancionar los actos de violencia entre sujetos privados.  Más aún, la Comisión se ha referido a las obligaciones de los Estados respecto de las acciones de actores no Estatales involucrados con el crimen organizado, la corrupción, el tráfico de drogas, entre otros.  

La seguridad ha sido desde siempre una de las funciones principales de los Estados, Indudablemente, con la evolución de los Estados autoritarios hacia los Estados democráticos ha ido evolucionando también el concepto de seguridad. El concepto de seguridad que se manejaba antes se preocupaba únicamente por garantizar el orden como una expresión de la fuerza y supremacía del poder del Estado. Hoy en día, los Estados democráticos están promoviendo modelos policiales acordes con la participación de los habitantes, bajo el entendimiento de que la protección de los ciudadanos por parte de los agentes del orden debe darse en un marco de respeto de la institución, las leyes y los derechos fundamentales. Así, desde la perspectiva de los derechos humanos, cuando en la actualidad hablamos de seguridad no podemos limitarnos a la lucha contra la delincuencia, sino que estamos hablando de cómo crear un ambiente propicio y adecuado para la convivencia pacífica de las personas. Por ello, el concepto de seguridad debe poner mayor énfasis en el desarrollo de las labores de prevención y control de los factores que generan violencia e inseguridad, que en tareas meramente represivas o reactivas ante hechos consumados.

Para la Comisión es claro que “es obligación del Estado prevenir y perseguir el delito en el marco del respeto de los derechos humanos”
/, y la Comisión ha reconocido que “en todo Estado democrático las fuerzas de seguridad cumplen un papel crucial en la protección de los ciudadanos, sus bienes y sus derechos”
/.  De igual forma, la Corte ha destacado “el deber que tienen los Estados de proteger a todas las personas, evitando los delitos, sancionando a los responsables y manteniendo el orden público (..) en la inteligencia de que la lucha de los Estados contra el crimen debe desarrollarse dentro de los límites y conforme a los procedimientos que permitan preservar tanto la seguridad pública como el pleno respeto a los derechos humanos”
/.

“Está más allá de toda duda que el Estado tiene el derecho y el deber de garantizar su propia seguridad. Tampoco puede discutirse que toda sociedad padece por las infracciones a su orden jurídico. Pero, por graves que puedan ser ciertas acciones y por culpables que puedan ser los reos de determinados delitos, no cabe admitir que el poder pueda ejercerse sin límite alguno o que el Estado pueda valerse de cualquier procedimiento para alcanzar sus objetivos, sin sujeción al derecho o a la moral.  Ninguna actividad del Estado puede fundarse sobre el desprecio a la dignidad humana”
/.  En ese sentido, existe extensa jurisprudencia de la Comisión y la Corte según la cual “el uso de la fuerza por parte de los cuerpos de seguridad estatales debe estar definido por la excepcionalidad, y debe ser planeado y limitado proporcionalmente por las autoridades”
/. 

La Comisión considera que la seguridad de un Estado democrático se fundamenta en valores como los de paz, libertad, justicia, igualdad, protección de los derechos humanos y convivencia democrática, entre otros, pero que ello no  puede llevar a colocar a la sociedad civil en el mismo nivel de responsabilidad que el propio Estado, quien cuenta con el monopolio legitimo de la fuerza pública y está sometido a un régimen de responsabilidad interior e internacional distinto del aplicable a los particulares
/.

A través de su sistema de casos, la Comisión y la Corte han reiterado que “las actividades de las fuerzas militares y de la policía, y de los demás organismos de seguridad, deben sujetarse rigurosamente a las normas del orden constitucional democrático y a los tratados internacionales de derechos humanos y de Derecho Internacional Humanitario”
/. 

Uno de los temas de mayor preocupación de la Comisión es la de las violaciones de derechos humanos cometidas por miembros de las fuerzas públicas, cuyas acciones han llevado a que se tramiten cientos de casos ante el sistema. Es importante tener que cuenta que el uso excesivo de la fuerza, además de aumentar la desconfianza existente entre las fuerzas del orden y los ciudadanos, pueden acarrear responsabilidad internacional del Estado. 

Otra de las preocupaciones centrales de la Comisión en relación con la seguridad ciudadana es la participación de las Fuerzas Armadas en actividades que deben corresponder exclusivamente a las fuerzas policiales. La CIDH ha señalado que “en un sistema democrático es fundamental la separación clara y precisa entre la seguridad interior como función de la Policía y la defensa nacional como función de las Fuerzas Armadas ya que se trata de dos instituciones substancialmente diferentes en cuanto a los fines para los cuales fueron creadas y en cuanto a su entrenamiento y preparación. La historia hemisférica demuestra que la intervención de las fuerzas armadas en cuestiones de seguridad interna en general se encuentra acompañada de violaciones de derechos humanos en contextos violentos, por ello debe señalarse que la práctica aconseja evitar la intervención de las fuerzas armadas en cuestiones de seguridad interna ya que acarrea el riesgo de violaciones de derechos humanos”
/. 

La Comisión ha observado con inquietud que en algunos países incluso se encuentra prevista constitucionalmente la participación de componentes de las Fuerzas Armadas en asuntos de seguridad interna
/. La Comisión ha notado que en ocasiones los Estados han confundido los conceptos de seguridad pública y seguridad nacional, cuando es indudable que la criminalidad ordinaria --por muy grave que sea-- no constituye una amenaza militar a la soberanía del Estado”
/.  “En este sentido, dado que las Fuerzas Armadas carecen del entrenamiento adecuado para al control de la seguridad interna, corresponde a una fuerza policial civil, eficiente y respetuosa de los derechos humanos combatir la inseguridad, la delincuencia y la violencia en el ámbito interno”
/. 

La Comisión y la Corte han prestado también atención a las actividades de los organismos de inteligencia, señalando que “estos organismos deben, inter alia: a) ser respetuosos, en todo momento, de los derechos fundamentales de la personas, y b) estar sujetos al control de las autoridades civiles, incluyendo no solo las de la rama ejecutiva, sino también las de los otros poderes públicos, en lo pertinente.  Las medidas tendientes a controlar las labores de inteligencia deben ser especialmente rigurosas, puesto que, dadas las condiciones de reserva bajo las que se realizan esas actividades, pueden derivar hacia la comisión de violaciones de los derechos humanos y de ilícitos penales”
/. 

La Comisión también se ha pronunciado con preocupación sobre otros temas relacionados con la seguridad pública, como el de los guardias o policías privados. La Comisión ha notado al respecto que “la falta de registro legal de las policías privadas favorece la inexistencia de control estatal de las actividades llevadas adelante por las mismas, en ocasiones delictivas, y facilita la comisión de abusos”
/.

En sus informes sobre la situación de derechos humanos de distintos países del hemisferio, la Comisión ha hecho una serie de recomendaciones que están directamente vinculadas con las políticas de seguridad de los Estados. Entre otros, la Comisión ha recomendado: 

1. La adopción de las medidas necesarias para de evitar la intervención de las Fuerzas Armadas en operaciones de seguridad pública en circunstancias no excepcionales y para evitar un uso no proporcional de la fuerza pública
/.

2. Establecer políticas de seguridad pública destinadas a lograr una efectiva coordinación de las distintas fuerzas encargadas de la seguridad pública
/.

3. Intensificar los esfuerzos para la capacitación de los miembros de los cuerpos de seguridad del Estado en materia de derechos humanos, y poner en práctica mecanismos de sanción y remoción de miembros involucrados en violaciones a derechos humanos durante el ejercicio de sus funciones
/.
4. Crear políticas públicas estatales preventivas y coherentes que estudien las causas estructurales de la violencia y los altos niveles de criminalidad, y estén dirigidas a combatirlas
/.

5. Asignar mayor presupuesto a la Policía […], como institución encargada de la seguridad interna del país
/. 

6. Intensificar los esfuerzos dirigidos a investigar y sancionar violaciones a los derechos humanos cometidas por agentes estatales, y, consecuentemente, eliminar de los cargos a quienes hubieren participado de estos hechos, así como prohibir su reincorporación a las fuerzas de seguridad pública, y al cualquier otro cargo público
/. 

7. Intensificar las iniciativas dirigidas a tener una fuerza policial multiétnica y pluricultural, especialmente a través de mayor incorporación de la participación de los pueblos indígenas y las mujeres
/.
8. Mejorar la capacitación de los miembros de las Fuerzas Armadas en materia de derechos humanos, y poner en práctica las iniciativas incipientes relativas a mecanismos de sanción y remoción de miembros involucrados en violaciones a derechos humanos durante el ejercicio de sus funciones. […]
/. 
 
Sin duda, los gobiernos de la región han progresado en aumentar la seguridad pública, particularmente desde la transición a la democracia, pero todavía enfrentan importantes desafíos al momento de adaptar las políticas de seguridad a las normas y estándares de derechos humanos.  De hecho, en uno de sus más recientes informes anuales la CIDH observó que en el año 2006 se volvió a registrar un aumento en las acciones que ponen en riesgo la seguridad ciudadana. La Comisión señaló que la inseguridad ciudadana y la fragilidad del Poder Judicial en la mayoría de los países de la región, combinado con ataques, en algunos países, contra la independencia e imparcialidad de dicho poder del Estado, representa una de las dificultades más grandes que confrontan los Estados Miembros de la OEA para garantizar la vigencia de los derechos humanos. Ello se traduce en problemas de acceso desigual a la justicia, procesos judiciales lentos, impunidad en casos de graves violaciones a los derechos fundamentales y violaciones al debido proceso. 
Asimismo, durante los últimos períodos de sesiones la CIDH ha celebrado varias audiencias para recibir información sobre la situación de seguridad ciudadana en diversos países, así como sobre la incompatibilidad de las políticas de “mano dura” y la obligación de proteger los derechos humanos. Durante audiencias celebradas en marzo de 2007, las organizaciones solicitantes plantearon que en la mayoría de los países de la región se registró una profundización de la crisis de los sistemas de seguridad ciudadana. Alegaron que esto ha motivado un fuerte reclamo social por soluciones concretas, y que las respuestas de los poderes públicos se han caracterizado, en la mayoría de los casos, por la ausencia de políticas de prevención del delito, por la implementación de medidas represivas, por el recrudecimiento de las penas, y el endurecimiento de las condiciones de su cumplimiento, lo cual ha llevado al colapso al sistema penitenciario y carcelario en muchos países de la región. De acuerdo con los solicitantes, estas políticas de mano dura no han logrado el objetivo de reducir la criminalidad, pero han debilitado la institucionalidad democrática y han puesto en riesgo el respeto a los derechos humanos. Al culminar el 127° período de sesiones en marzo de 2007, la Comisión urgió a los Estados, a través de un comunicado de prensa, a reflexionar sobre la importancia de la seguridad ciudadana y el respeto a los derechos humanos
/.

La Comisión valora la información que ha recibido respecto de los grandes esfuerzos que han hecho los Estados de la región por garantizar la seguridad de sus ciudadanos. Sin embargo, la Comisión nota que en muchos casos, las respuestas de los Estados a la inseguridad pública han sido insuficientes e incluso incompatibles con el respeto a los derechos humanos. En ese sentido, la Comisión Interamericana considera urgente que los Estados de la región adopten leyes, políticas y prácticas efectivas con el objeto de garantizar la seguridad de sus ciudadanos, en un marco de respeto a los derechos humanos. 

Por último, debido a la prioridad de este tema para la CIDH, se está elaborando un estudio hemisférico sobre seguridad ciudadana y derechos humanos con el objeto de proveer una guía y recomendaciones a los Estados Miembros de la Organización de Estados Americanos (OEA) sobre cómo cumplir con su obligación de proteger a sus habitantes.

La realización del estudio ha sido encomendada al Comisionado Paulo Sérgio Pinheiro. Como parte del proceso de elaboración del estudio se desarrolló una reunión de expertos en Washington, DC el 30 de mayo de 2007, durante la cual se discutieron aspectos técnicos del informe temático. La preparación del estudio prevé también que se lleven a cabo talleres en distintas áreas de la región, con el objeto de intercambiar experiencias con funcionarios públicos, expertos, académicos y representantes de las ONG’s locales en el ámbito de seguridad ciudadana.

Asimismo, como es del conocimiento de todos ustedes, en diciembre de 2007 se sometió a consulta de los Estados Miembros y de las organizaciones de la sociedad civil, un cuestionario solicitando información sobre los principales logros y desafíos que enfrentan los Estados de la región en el área de derechos humanos y seguridad ciudadana. El cuestionario estuvo dirigido a identificar los principales logros y desafíos que enfrentan los Estados al momento de garantizar la seguridad ciudadana de sus habitantes, y las políticas y acciones que se están implementando para responder a estos desafíos. 

Quiero aprovechar esta oportunidad para agradecer a los Estados Miembros que enviaron a la CIDH sus respuestas al cuestionario, pues la información que ha recibido la Comisión va a ser de extrema utilidad para redactar el informe. Estos Estados son: Argentina, Bolivia, Chile, Colombia, Costa Rica, El Salvador, Honduras, Panamá, Perú, Uruguay, Venezuela, Brasil, México y Jamaica
/. Asimismo, solicito una vez más a los Estados que no lo han hecho, a remitir sus respuestas al cuestionario que sometió a consulta la Comisión. 
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